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Preámbulo

El VIH/SIDA es un problema grave entre los reclusos de toda Europa y Asia Central. 
En la mayoría de los países, las tasas de infección del VIH son mucho más prevalentes en las prisiones que fuera de ellas.( Esta situación se complica por los altos índices de Hepatitis C y/o Tuberculosis (resistente a múltiples medicamentos) en varias naciones. En un gran número de casos, las altas tasas de infección del VIH pueden relacionarse con la inyección de drogas con agujas y jeringuillas compartidas y sin esterilizar, tanto dentro como fuera de las prisiones, y con las relaciones sexuales sin protección que ocurren dentro de las cárceles. Muchos países no han incorporado medidas preventivas adecuadas en las prisiones, aún cuando éstas ya hayan sido introducidas exitosamente en otros sistemas penitenciarios y hayan demostrado ser efectivas. Como resultado de ello, los reclusos están sometidos a un riesgo más alto de infección del VIH, y los reclusos viviendo con el VIH/SIDA están sometidos a un riesgo cada vez mayor de disminución en su calidad de vida, de infección simultánea con Hepatitis C y/o Tuberculosis, y muerte prematura.

El fracaso en la implementación de programas integrales que han demostrado reducir el riesgo de transmisión del VIH en las prisiones, así como promovido la salud de los reclusos que viven con el VIH/SIDA, se debe a la falta de voluntad política o a políticas que le dan prioridad a la no tolerancia en el uso de las drogas por encima de la no tolerancia al VIH/SIDA. En algunos casos lo que impide satisfacer esta abrumadora necesidad es la falta de recursos y de tecnologías de los Estados. En otros casos es la combinación de ambos puntos.

Esta crisis de salud pública requiere la atención y acción urgentes por parte de todos los gobiernos.

Tanto en el derecho nacional como en el internacional se consagra una obligación moral y ética de todo gobierno de prevenir la propagación del VIH/SIDA en las prisiones y de proporcionar cuidados apropiados y compasivos, tratamientos y apoyo a aquellos infectados. Está claro lo que se necesita hacer: desde hace tiempo en muchos países existen políticas y programas que efectivamente reducen la propagación del VIH en las prisiones y proporcionan cuidados, tratamientos y apoyo a los reclusos que viven con el VIH/SIDA. Esto debería ser copiado por el resto de las naciones.

La población de las prisiones tiene el mismo derecho a la salud que el resto de la población, y las vidas y la salud de las personas que viven en las cárceles están conectadas a aquellas que viven fuera de ellas por muchas vías. Si los resguardamos también estaríamos favoreciendo a la comunidad en general. Al proteger a los reclusos también defenderíamos al personal que labora en las prisiones quienes, de la misma manera, tienen el derecho de ser amparados contra el VIH/SIDA, la Hepatitis C y la Tuberculosis en sus lugares de trabajo y cuyas necesidades son completamente compatibles a la de los reclusos en ese respecto.

Al tener representantes de 55 gobiernos de Europa y Asia Central reunidos en Dublín esta semana para discutir “Rompiendo las Barreras” en la lucha contra el VIH/SIDA, quisiéramos hacerles un llamado para que empiecen a romper las barreras sobre las cuales ellos tienen completo control - las barreras que hasta ahora han impedido la implementación de servicios integrales de VIH/SIDA en las prisiones.

Propósito

Esta Declaración proporciona un marco estructural para diseñar una respuesta efectiva al VIH/SIDA en las prisiones de Europa y Asia Central. Los Principios y Artículos indicados a continuación están basados en experiencias internacionales reconocidas, evidencias científicas, y en los derechos humanos fundamentales de los reclusos, y en la obligación de los Estados de realizar tales derechos.

Declaración de los Principios Fundamentales

Principio 1:
Los reclusos son parte de nuestras comunidades.  

Los reclusos son padres y madres, hermanos y hermanas, hijos e hijas, abuelos y abuelas, esposos y esposas, amantes, parejas y amigos. El hecho que ellos estén tras las rejas por un periodo de tiempo no cambia ésta realidad. Los reclusos vienen de nuestras comunidades y, en su mayoría, regresan a ellas.

Principio 2:

Las reclusos tienen derecho a la salud.

Este derecho está garantizado en el derecho internacional, así como en reglas, directrices, normas, y pactos internacionales, incluyendo la Declaración Universal de  Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Artículo 12), el Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos (Artículo 10.1), los Principios Básicos de las Naciones Unidas sobre el Tratamiento de los Reclusos (Principios 5 y 9), y en el mensaje enviado a los Estados miembros por parte del Comité de Ministros del Consejo de Europa en relación a los aspectos éticos y de organización de los sistemas de salud en las prisiones (Décima Recomendación). Esto incluye el derecho a tratamientos médicos y a medidas preventivas, al igual que a cuidados de salud, a niveles equivalentes a los que estén disponibles para la población en general. Los Estados están obligados a respetar estos principios. Aquellos que no lo hagan estarían violando tanto el derecho internacional como las directrices para el tratamiento de los reclusos.

Principio 3:
Buena salud en las prisiones es una buena salud pública.

La gran mayoría de las personas enviadas a las prisiones eventualmente regresan a sus comunidades. Por lo tanto, cualquier enfermedad contraída en la prisión, o cualquier enfermedad que empeore por las condiciones del confinamiento, se convierte en un problema de salud pública cuando los reclusos son dejados en libertad. Los gobiernos no pueden ignorar los problemas de salud en las prisiones ya que estos son un componente fundamental de la salud pública. Reducir la transmisión del VIH y la Hepatitis C en las prisiones es un elemento importante para la reducción de la propagación de estas enfermedades en la población en general. La implementación de programas efectivos de tratamientos de la Tuberculosis (resistente a múltiples medicamentos) en las prisiones serviría para prevenir su propagación dentro y fuera de ellas.

Principio 4: 
Proteger la salud de los reclusos, y reducir la transmisión de enfermedades en las prisiones, es también proteger la salud del personal penitenciario.

El personal que trabaja en las prisiones se beneficiaría al mejorar las condiciones de salud de los reclusos y al reducir la incidencia de las enfermedades en las instituciones penitenciarias. De esta manera, las mejoras en los cuidados de salud y los programas de prevención para los reclusos son parte integral para realzar las condiciones de salud en el lugar de trabajo y la seguridad del personal que labora en las prisiones.

Principio 5:
Sexo y uso de drogas intravenosas es una realidad en las prisiones, y en mucha de ellas dichas actividades están ampliamente difundidas.

La experiencia de muchos países de Europa y Asia Central (así como en otras partes del mundo) ha demostrado que la actividad sexual y el uso de drogas intravenosas es una realidad en las prisiones siendo en muchos casos prácticas ampliamente difundidas. Los gobiernos deben reconocer este hecho públicamente y actuar para implementar las medidas apropiadas. Al seguir negando la realidad, los gobiernos obstaculizan la lucha contra el VIH/SIDA en las prisiones.

Principio 6:
La Reducción de daños, en contraposición a la no tolerancia, debe ser la base de la política pragmática en la lucha contra el VIH/SIDA en las prisiones y en la atención y cuidados del mismo.

Evidencias a nivel internacional han demostrado que el VIH puede ser transmitido en las prisiones, a veces con una velocidad alarmante. Políticas de no tolerancia en relación al consumo de drogas pueden crear barreras para la lucha contra el VIH/SIDA en las prisiones. Debido a la criminalización del consumo de drogas, la población de las prisiones esta conformada de manera desproporcionada por sus consumidores. Muchos de ellos no cesan de usar drogas por el simple hecho de estar en una prisión. Muchos reclusos continúan inyectándose drogas ocasional o regularmente durante su período de encarcelamiento. Las propuestas de no tolerancia hacia los consumidores de drogas que ignoran esta realidad generan políticas en las prisiones que aumentan la posibilidad de que éstas practicas de inyectarse sean poco seguras y aumenten el riesgo de transmisión del VIH. Por lo tanto, para una lucha efectiva contra el VIH/SIDA en las prisiones, las políticas de salud en las prisiones deben basarse en la filosofía de reducción de daños.(
Principio 7:
El VIH/SIDA en las prisiones es un problema grave en muchos países, y los Estados deben actuar de manera conjunta y cooperando entre ellos en la lucha contra la epidemia.

El VIH/SIDA es un problema internacional que demanda soluciones internacionales. Prevenir la transmisión del VIH en las prisiones y proveer tratamientos para los reclusos que viven con el VIH/SIDA puede ser costoso. En esta lucha, los países de mayores recursos tienen la obligación moral de asistir a aquellos con menos recursos.

Principio 8:
Las acciones para luchar contra la Hepatitis C en las prisiones son tan importantes como las acciones destinadas a luchar contra el VIH/SIDA, y deben ser integradas a toda iniciativa que trate los problemas de prevención y tratamiento del VIH/SIDA. 

La Hepatitis C es una infección producto, en parte, de prácticas inseguras en la inyección de drogas. En las prisiones de muchos países, los índices de infección de Hepatitis C son también mucho mas elevados que en resto de la población, y muchos de los reclusos que viven con el VIH/SIDA también están infectados con Hepatitis C. Es por ello que la lucha contra la Hepatitis C en las prisiones está ligada íntimamente a la lucha contra el VIH/SIDA. Los derechos y principios destacados en esta Declaración se aplican de la misma manera a la problemática de la Hepatitis C, y las estrategias gubernamentales para combatir la transmisión del VIH y para cuidar a aquellos que viven con la enfermedad deben estar integradas a aquellas para combatir la Hepatitis C.

MARCO DE ACCION

Artículo 1:
Los reclusos tienen el derecho de protegerse contra la infección del VIH. Los reclusos que viven con el VIH/SIDA tienen el derecho de protegerse contra la re-infección y/o infección simultánea con Hepatitis C y/o Tuberculosis. 

De esta manera, los Estados tienen la responsabilidad de:

· Asegurar que las medidas de prevención que existen para la población en general también estén disponibles en las prisiones. Esto incluye el dar a los reclusos acceso gratuito a medidas de prevención contra el VIH y a programas de reducción de daños, incluyendo, pero no limitado a, equipos y parafernalias de inyección estériles, preservativos y otros elementos para sexo más seguro; cloro y desinfectantes y equipos de tatuaje más seguros.

· Proveer a los reclusos acceso gratuito a metadona y otros tratamientos de sustitución donde dichos programas sean suministrados a la población en general. Esto abarca tanto la posibilidad  de continuar los tratamientos de sustitución a aquellas personas que los hayan iniciado antes de ser encarcelados, como la posibilidad de iniciarlos dentro de las prisiones. Los países que no han legitimado o implementado tratamientos de sustitución deben hacerlo.

· Proveer acceso a programas de reducción de daños de manera confidencial y no discriminatoria.

· Proveer información precisa, fiable y fácil de entender sobre el uso apropiado de los programas de reducción de daños utilizando vías efectivas de transmisión. 

· Ofrecer tratamientos efectivos y a tiempo para la Tuberculosis dentro de las prisiones y asegurar su seguimiento luego de la liberación de los reclusos.

Artículo 2:
Los reclusos que viven con el VIH/SIDA tienen el derecho de mantener y promover su salud.

De esta manera, los Estados tiene la responsabilidad de:

· Proporcionar acceso gratuito a tratamientos y cuidados de VIH/SIDA que sean equivalentes a aquellos disponibles a la población en general. Esto debe incluir tratamientos con antirretrovirales, dieta apropiada, alternativas para mejorar la salud y medicamentos para aliviar el dolor.
· Proporcionar a los reclusos el mismo acceso a terapias alternativas sin aprobación, en procesos de investigación y no convencionales que estén disponibles para la población en general.

· Proporcionar cuidados ginecológicos y obstetricios a mujeres seropositivas embarazadas que están en las prisiones, incluyendo terapias con antirretrovirales de manera continua, y profilaxis para los recién nacidos tanto durante el parto como después para asegurar que se interrumpa la transmisión perinatal de la infección.
· Proporcionar suficientes niveles de personal médico calificado en las prisiones.

· Incluir tratamiento a infecciones de transmisión sexual (ITS) como un componente básico de las medidas integrales de cuidado del VIH.

· Mejorar las condiciones del confinamiento (sobrepoblación, hacinamiento, malas condiciones en general, falta de instalaciones sanitarias adecuadas, mala iluminación y ventilación) que pudieran afectar negativamente a las personas con sistemas inmunológicos débiles.

· Dar acceso a organizaciones no gubernamentales (ONGs) y a profesionales de la salud para que asistan en el suministro de cuidados, tratamientos y servicios de apoyo.

Artículo 3:
Los reclusos tienen el derecho a mantener su estatus de VIH confidencial.

De esta manera, los Estados tienen la responsabilidad de:

· Asegurar que la seguridad y confidencialidad de la información médica de los reclusos sea garantizada.  

· Asegurar que los reclusos no sean separados, clasificados o tratados de tal modo que se revele su estatus de VIH, y que los archivos no sean marcados y etiquetados de tal manera que se revele el mismo.

Artículo 4:
Los reclusos tienen el derecho a estar informados a la hora de consentir el acceso a tratamientos y terapias, incluyendo el derecho a rechazarlos.

De esta manera, los Estados tiene la responsabilidad de:

· Prohibir el suministro de tratamientos obligatorios a reclusos que viven con el VIH/SIDA.

· Asegurar que se de suficiente información a los reclusos sobre tratamientos de VIH y terapias para así permitirles tomar decisiones informadas sobre sus distintas alternativas de tratamientos.

Artículo 5:
Los reclusos tienen el derecho de acceder voluntaria y confidencialmente a pruebas de VIH que incluyan consejería antes y después de las mismas. Los reclusos tienen el derecho a tomar decisiones informadas antes de ser sometidos a pruebas de VIH, incluyendo el derecho a rechazarlas.
De esta manera los Estados tienen la responsabilidad de:

· Prohibir pruebas obligatorias de VIH a los reclusos.

· Proporcionar acceso a pruebas de VIH confidenciales y voluntarias.
· Asegurar que la existencia de consejería antes y después de la prueba sea un componente obligatorio en los protocolos y la práctica sobre el VIH.

· Proporcionar acceso a pruebas anónimas de VIH en aquellos países donde tales pruebas estén disponibles a la población en general.

Artículo 6:
Los reclusos que viven con el VIH/SIDA tienen el derecho de vivir libre de estigmas, discriminación y violencia.

De esta manera, Los Estados tienen la responsabilidad de:

· Asegurar que los reclusos que viven con el VIH/SIDA no sean involuntariamente segregados o aislados de la población general de la prisión debido a su estatus de VIH.

· Asegurar que a los reclusos que viven con el VIH/SIDA no se les prohíba la participación en los programas de la prisión, trabajos y actividades de recreación debido a su estatus de VIH.

· Proporcionar educación sobre VIH/SIDA a todos los reclusos y al personal penitenciario.

· Combatir la fobia sobre el SIDA entre los reclusos y el personal penitenciario.

· Proporcionar regularmente entrenamiento a todo el personal penitenciario sobre enfermedades comunicables y el consumo de drogas, y actualizar dicho entrenamiento frecuentemente.

Artículo 7:
Los reclusos tienen el derecho a recibir educación sobre el VIH/SIDA que sea accesible, precisa y sin ideologías preconcebidas.
De esta manera, los Estados tienen la responsabilidad de:

· Proveer acceso gratuito a esta información educativa en varios formatos y de manera constante. 

· Agregar la prevención del VIH como uno de los componentes dentro del programa de prevención de ITS.

· Proporcionar acceso a organizaciones no gubernamentales y a profesionales de salud para que asistan en la implementación de los programas educativos.

· Proporcionar apoyo a iniciativas de educación provenientes de los mismos reclusos.

Artículo 8:
La población de las prisiones tiene el derecho a que su diversidad sea reconocida y respetada en el diseño y suministro de los servicios de VIH/SIDA.
De esta manera, los Estados tienen la responsabilidad de:

· Proporcionar servicios e intervenciones de VIH/SIDA que tomen en cuenta y respeten las diferencias de géneros, edades, razas, etnias, lenguaje, orientación sexual e identidad de géneros.

Artículo 9:
Los reclusos, personal penitenciario, y organizaciones no gubernamentales deben ser consultados en el diseño e implementación de programas sobre VIH/SIDA en las prisiones.

De esta manera, los Estados tienen la responsabilidad de:

· Crear mecanismos que permitan la participación significativa de los reclusos, personal penitenciario, y organizaciones no gubernamentales en el contenido, diseño, e implementación de programas sobre VIH/SIDA.

· Fomentar y apoyar iniciativas educacionales e intervenciones de apoyo provenientes de los mismos reclusos.

· Asegurar la sostenibilidad de las intervenciones a corto plazo de las ONGs al incorporarlas permanentemente en los programas de las prisiones.

Artículo 10:
Los reclusos que viven con el VIH/SIDA tienen el derecho a seguir recibiendo servicios de los sistemas de atención de salud una vez liberados.

De esta manera, los Estados tienen la responsabilidad de:

· Crear sistemas de remisión entre las prisiones y los sistemas de atención de salud, programas de seguridad social, tratamientos de sustitución, y programas y servicios de reducción de daños.

· Asegurar que los servicios de salud pública y los programas de seguridad social reciban suficientes recursos y otros apoyos para que puedan proveer los cuidados necesarios a los reclusos una vez hayan sido liberados.

Artículo 11:
Los Estados con más recursos tienen la obligación de asistir y apoyar a aquellos con menos recursos para que estos puedan proporcionar tratamientos y prevención del VIH a sus reclusos.
De esta manera, los Estados con más recursos tienen la responsabilidad de:

· Proporcionar acceso asequible a tratamientos y terapias para el VIH, programas de reducción de daños y asesoria técnica a países con menos recursos e infraestructura médico/farmacéutica. Esto debe incluir el permitirle desarrollar medicamentos genéricos para tratar el VIH.
· Signatarios







( Estudios en varios países de la Europa Central, del Este y Oeste y del Asia Central, han encontrado una incidencia de infección del VIH entre los reclusos de un 0 a un 17%.


( La Reducción de Daños son programas prácticas que reducen las consecuencias negativas del consumo de  drogas, incorporando un espectro de estrategias que incluye desde medidas seguras de consumo, hasta consumo controlado y abstinencia. Estas prácticas incluyen la disuasión del uso compartido de equipos de inyección contaminados al proveer equipos de inyección estériles y materiales desinfectantes a los consumidores, así como proveer una gama de tratamientos de dependencia de drogas incluyendo tratamientos de sustitución. La Reducción de Daños acepta, por bien o por mal, que el uso lícito e ilícito de las drogas es parte de nuestro mundo y ha decidido trabajar para minimizar los efectos dañinos en vez de simplemente ignorarlos o condenarlos. Los programas de Reducción de Daño entienden al consumo de drogas como un fenómeno complejo, multifacético que contiene una diversidad de comportamientos desde abuso severo hasta abstinencia, y reconoce que hay vías para consumir drogas que son claramente mucho mas seguras que otras. Las estrategias de la Reducción de Daños encuentran a los consumidores de drogas donde están, revisando las condiciones del consumo y el consumo en si mismo, y llama a proveer servicios y recursos sin necesidad de juzgar a nadie y de manera voluntaria a aquellas personas que consuman drogas y a las comunidades donde ellos viven para así ayudarlos a reducir el daño potencial. [Definición adaptada de la Coalición de Reducción de Daños,, www.harmreduction.org]
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